El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
IMPUGNACIÓN DE ACTAS DE ASAMBLEAS / CADUCIDAD / TÉRMINO: DOS MESES DESDE LA FECHA DEL ACTO / YA NO DESDE SU COMUNICACIÓN O PUBLICACIÓN DADA LA DEROGATORIA DEL ARTÍCULO 49 DE LA LEY 675 DE 2001.
Dice el inciso 1º del artículo 382 del Código General del Proceso: “La demanda de impugnación de actos o decisiones de asambleas, juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directivo de personas jurídicas de derecho privado, solo podrá proponerse, so pena de caducidad, dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha del acto respectivo y deberá dirigirse contra la entidad. Si se tratare de acuerdos o actos sujetos a registro, el término se contará desde la fecha de la inscripción…”. (…)
De presentarse la demanda vencido ese término, se impone su rechazo de plano, de acuerdo con el artículo 90 del mismo código, que dice: “El juez rechazará la demanda cuando carezca de jurisdicción o de competencia o cuando esté vencido el término de caducidad para instaurarla…”.

El término de caducidad, resulta palmario, debe contabilizarse desde la fecha del acto respectivo como lo indica el referido artículo 382; es decir desde el momento en que el acto impugnado fue adoptado por el respectivo órgano de decisión. (…)
La Sala no comparte los argumentos de la impugnante porque el artículo 49 de la Ley 675 de 2001 que en el inciso 2º decía: “La impugnación solo podrá intentarse dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de la comunicación o publicación de la respectiva acta…”, fue derogado por el Código General del Proceso, de conformidad con el literal c) del artículo 626. Aquella regla cambio y ahora el plazo de los dos meses se cuenta desde cuando se llevó a cabo el acto y no desde la fecha en que se haga conocer o publique el acta, de conformidad con el tan citado artículo 382.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA 

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, julio veinticinco (25) de dos mil diecinueve (2019)
Expediente 66682-31-03-001-2019-00306-02
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la demandante, abogada Ana Aceneth Contreras Bernal, contra el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 22 de mayo de este año, en la acción que instauró contra el Conjunto Residencial Multifamiliar Portal de las Araucarias P.H. 
ANTECEDENTES  

1. Con la acción propuesta, pretende la demandante se declare la nulidad de las sesiones y decisiones de las asambleas ordinarias efectuadas por el Conjunto Residencial Multifamiliar Portal de las Araucarias P.H., los días 26, 27 de enero, 16 y 20 de febrero de 2019; también que se le condene en costas.
2. Mediante el auto impugnado, la funcionaria de primera instancia, con fundamento en el artículo 382 del Código General del Proceso, rechazó la demanda porque se produjo la caducidad de la acción.

3. Inconforme con esa providencia, la accionante interpuso recurso de apelación. Argumentó, en resumen, que de conformidad con el artículo 47 de la Ley 675 de 2001 “Las decisiones de la asamblea se harán constar en actas firmadas por el presidente y secretario de la misma, en las cuales deberá indicarse si es ordinaria o extraordinaria….”, en otras palabras, “…elaborar el acta correspondiente, suscribirla y proceder a su publicación, con el fin de garantizar que toda persona habitante, residente o integrante de la persona jurídica, conozca las decisiones que en cualquier sentido puedan afectarlo...”. 
Expresó que por convocatoria de la administradora del conjunto residencial demandado, se llevó a cabo los días 26 y 27 de enero de este año la asamblea ordinaria anual, en la que se fijó como segunda convocatoria el 30 siguiente, la que no se realizó, pues sin justificación alguna fue “desconvocada”; no obstante en esta última fecha, el conjunto demandado citó nuevamente para asamblea general el 16 de febrero último y como segunda convocatoria el 20 del mismo mes y año, calenda en la que se realizó “… comunicándose por WhatsApp que se encontraba publicada el acta pero tampoco se hizo en forma individual ni al E-mail de los propietarios que lo tuvieran y además hubieran autorizado las notificaciones por este medio…”.
Con todo, señala, que solicitó a la administradora la constancia de la publicación del acta, recibiendo “una foto borrosa” y que “… ni por tutela y desacato se ha logrado que coloque la constancia de la publicación del acta…”.  Agregó que no se pudo tener acceso a tales documentos porque en la citada asamblea se propuso por uno de los copropietarios que los derechos de petición debían presentarse cada tres meses, pero en el acta, de manera inconstitucional lo cambiaron por “derecho de inspección”.   

Adujo que el pasado 19 de mayo recibió los documentos requeridos, “… pero anunciando eso sí que la fecha de inspección de documentos del mes de abril ya había pasado. En resumen para poder inspeccionar y así poder acceder a documentos debía esperar hasta el mes de julio del presente año…”.
Indicó que no pudo impugnar dentro del término de dos meses las decisiones adoptadas por la asamblea y que tuvo que “… esperar hasta que el juez de tutela resolviera el desacato y sin embargo la documentación que soportó las asambleas fue entregada después de presentada la demanda de impugnación y sin la constancia de publicación de las actas de asamblea…”, violando la accionada normas constitucionales, la Ley 675 de 2001 y el reglamento de propiedad horizontal. 

Dijo que aunque el artículo 49 de la Ley 675 de 2001, contempla un término de dos meses para impugnar las decisiones de la asamblea general a partir de la comunicación o publicación de la respectiva acta, también lo es que en este caso la demandada incumplió con ese deber. Se apoyó en decisión de otra Sala de este Tribunal en un caso similar, cuya copia anexó; también señaló que de acuerdo con los pronunciamientos de la Corte Constitucional, los representantes de las propiedades horizontales deben someterse al imperio de la ley que las regula, so pena de violar el derecho al debido proceso. 
CONSIDERACIONES 

1. Corresponde a esta Sala definir si tuvo razón la funcionaria de primera instancia al rechazar la demanda por haberse producido la caducidad de la acción, o si por el contrario, debe admitirse como lo propone la recurrente.

2. Dice el inciso 1º del artículo 382 del Código General del Proceso: “La demanda de impugnación de actos o decisiones de asambleas, juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directivo de personas jurídicas de derecho privado, solo podrá proponerse, so pena de caducidad, dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha del acto respectivo y deberá dirigirse contra la entidad. Si se tratare de acuerdos o actos sujetos a registro, el término se contará desde la fecha de la inscripción…”. 
De acuerdo con esa disposición, el término de caducidad de la acción es de dos meses contados a partir del acto respectivo.
De presentarse la demanda vencido ese término, se impone su rechazo de plano, de acuerdo con el artículo 90 del mismo código, que dice: “El juez rechazará la demanda cuando carezca de jurisdicción o de competencia o cuando esté vencido el término de caducidad para instaurarla…”.
El término de caducidad, resulta palmario, debe contabilizarse desde la fecha del acto respectivo como lo indica el referido artículo 382; es decir desde el momento en que el acto impugnado fue adoptado por el respectivo órgano de decisión.

En esas condiciones, puede concluirse que para cuando se formuló la acción, el 8 de mayo del presente año
, había transcurrido un término superior a los dos meses contados a partir del 20 de febrero último, fecha en la que se adoptaron las decisiones impugnadas por la propiedad horizontal demandada, tal como se indica en los hechos de la demanda y se evidencia con el CD allegado con la misma.

La Sala no comparte los argumentos de la impugnante porque el artículo 49 de la Ley 675 de 2001 que en el inciso 2º decía: “La impugnación solo podrá intentarse dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de la comunicación o publicación de la respectiva acta…”, fue derogado por el Código General del Proceso, de conformidad con el literal c) del artículo 626. Aquella regla cambio y ahora el plazo de los dos meses se cuenta desde cuando se llevó a cabo el acto y no desde la fecha en que se haga conocer o publique el acta, de conformidad con el tan citado artículo 382. 
Por eso, los múltiples inconvenientes que tuvo la demandante para conseguir la constancia de la publicación del acta que contiene la decisiones adoptadas en la asamblea y que impugnó, no interrumpen el término de que se trata. 
Además, no resultaba menester aportar con la demanda ese documento, como lo explicó la Corte Constitucional en reciente sentencia
, al examinar la exequibilidad del artículo 382 del Código General del Proceso, señaló:

“48. Así, como bien lo señalan varias intervenciones
, el cargo se funda en razones que no son ciertas, porque la existencia del acta de copropietarios no impide demandar las decisiones que se adoptaron en la asamblea. En efecto, de acuerdo con el artículo 90 del Código General del Proceso, el demandante puede solicitar a la autoridad judicial en la demanda, una copia del acta que contiene la decisión que quiere impugnar y que no le ha sido entregada
.

“49. Contrario a lo sostenido por el accionante la disposición demandada no somete la admisibilidad de la demanda a que se aporte copia del acta en la que conste la decisión que se pretende impugnar…”.

Sobre este punto, también la doctrina se ha pronunciado:
“Como las decisiones que se tomen en juntas de socios o asambleas generales de cualquier persona jurídica de derecho privado, necesariamente deben figurar por escrito por así indicarlo el art. 195 del C. de Co., pues de ella debe quedar constancia en los libros de actas respectivos, hubiese sido conveniente exigir como anexo obligatorio a la demanda copia del acta donde consta la decisión que se impugna; no obstante, el art. 382 no la exige, por cuanto se consideró que al demandante podría dificultársele su consecución y que de todos modos una copia del acta debe allegarse en el período de pruebas…
”.
Por todo lo expuesto, se confirmará el auto apelado, sin que haya  lugar a imponer condena en costas porque no aparecen causadas.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia, 

R E S U E L V E:

1º CONFIRMAR  el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 22  de mayo del presente año, en la demanda de impugnación de actos de asamblea que instauró la  abogada Ana Aceneth Contreras Bernal, contra el Conjunto Residencial Multifamiliar Portal de las Araucarias P.H.
2º Sin costas.
Notifíquese
La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Folio 308, cuaderno principal


� C-190 de 2019


� Así lo sostienen el Ministerio de Justicia y del Derecho, la Universidad Externado de Colombia, Universidad Sergio Arboleda y El Ministerio Público. 


� El artículo 90 de la Ley 1564 de 2012 señala: “El juez admitirá la demanda que reúna los requisitos de ley, y le dará el trámite que legalmente le corresponda aunque el demandante haya indicado una vía procesal inadecuada. En la misma providencia el juez deberá integrar el litisconsorcio necesario y ordenarle al demandado que aporte, durante el traslado de la demanda, los documentos que estén en su poder y que hayan sido solicitados por el demandante.”


� Código General del Proceso. Parte Especial. Dupré Editores. Edición 2017, página 179.
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